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DERECHOS A LA SALUD Y A LA SEGURIDAD SOCIAL / PRESTACIÓN INTEGRAL DE LOS SERVICIOS MÉDICOS. [E]l señor García Giraldo tendría derecho a ser evaluado para determinar su pérdida de capacidad laboral, sin embargo, debe decirse que en principio la autorización para la conformación de una Junta Médico laboral es autorizada generalmente por parte del Director de Sanidad del Ejército Nacional, y aunque según el artículo 18 del Decreto 1796 de 2000 puede ser eventualmente autorizada por medio de una orden judicial, es apenas evidente que el juez que expida la orden debe tener la certeza de que para dicho trámite ya se llevaron a cabo las “ritualidades” del caso, entre los cuales está la práctica de diferentes exámenes como el de capacidad psicofísica y demás tratamientos llevados a cabo por el especialista, quien finalmente deberá determinar “el diagnóstico, evolución, tratamiento realizado y secuelas de las lesiones o afecciones”, ello con el fin de determinar si es posible o no la rehabilitación del paciente. (…) Teniendo en cuenta lo expuesto en precedencia, se tutelarán los derechos fundamentales a la salud y a la seguridad social del señor Johan Sebastián García Giraldo, y acorde con ello se ordenará al Director de Sanidad del Ejército Nacional que por intermedio del Establecimiento de Sanidad Militar del Batallón de Artillería No. 8 “Batalla de San Mateo” Dispensario Médico no. 3029, continúe brindando de manera oportuna e integral los servicios médicos que requiera el señor García Giraldo para la recuperación de su salud, y hasta cuando su situación pensional sea resuelta definitivamente; igualmente se le exhortará para que lleve a cabo sin ninguna dilación, las gestiones administrativas a que haya lugar para que se determine la pérdida de capacidad psicofísica presentada por el accionante con ocasión de las lesiones que sufrió mientras prestaba sus servicios al Ejército Nacional. 
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ASUNTO:
Procede la Colegiatura a resolver lo que en derecho corresponda, con ocasión de la acción de tutela promovida por el señor JOHAN SEBASTIÁN GARCÍA GIRALDO, a través de apoderado judicial, en contra del EJÉRCITO NACIONAL, por la presunta vulneración de sus derechos fundamentales a la salud y al debido proceso. 
ANTECEDENTES:

El abogado Mauricio Gómez Arango, actuando como apoderado judicial del señor Johan Sebastián García Giraldo, instauró acción de tutela en contra del Ejército Nacional, con base en los hechos que se sintetizan a continuación: 

· El señor García Giraldo fue reclutado por el Ejército Nacional, adscrito al Batallón de Artillería No. 8 “Batalla de San Mateo”. Al momento de su incorporación gozaba de buena salud, y no padecía de ningún tipo de adicción a sustancias psicoactivas, así se corrobora con el examen de ingreso que se le practicó inicialmente.   
· El 18 de diciembre de 2016 sufrió un accidente al caer de un árbol de 7 metros de altura, encontrándose en esa oportunidad bajo efectos de sustancias alucinógenas, incidente que le ocasionó varias lesiones en brazos, piernas, cabeza y vista, conforme consta en los hechos detallados en el informe administrativo por lesiones suscrito por el Comandante del Batallón de Artillería No. 8 “Batalla de San Mateo”. 
· A la fecha no se le ha realizado la Junta Médico Laboral, pese a que el accidente ocurrió hace más de diez meses, y que además ya culminó la prestación del servicio militar, sumado a lo cual, sus servicios médicos se encuentran actualmente suspendidos. 

PRETENSIONES:

Con base en los hechos anteriormente relacionados, solicitó que se amparen los derechos fundamentales a la salud y al debido proceso del señor Johan Sebastián, y en consecuencia: 

· Se ordene al Ejército Nacional que reactive nuevamente el servicio de salud de su representado, para que pueda ser valorado y atendido por los médicos y especialistas que requiera. 
· Se ordene convocar a una Junta Médica para que sea valorada su pérdida de capacidad laboral. 

TRÁMITE PROCESAL:

La presente acción de tutela se repartió inicialmente en la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Armenia, Corporación que resolvió por medio de auto del 23 de octubre del año que transcurre, con ponencia del Magistrado Jhon Jairo Cardona Castaño, remitirla a esta Colegiatura atendiendo el factor de competencia territorial, toda vez que los hechos cuestionados y sus efectos, así como el lugar del domicilio del accionante, se ubican en este Departamento.    

Atendiendo esa circunstancia, el asunto se recibió en el Despacho el 26 de octubre del año que avanza, y por medio de auto del día siguiente se avocó su conocimiento y se ordenó la notificación y traslado al Batallón de Artillería No. 8 “Batalla de San Mateo” y al Ejército Nacional y Dirección de Sanidad Militar; igualmente se ordenó la vinculación oficiosa de la Dirección General de Sanidad del Ejército Nacional, la Junta Médico Laboral de la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional y el Dispensario Médico No. 3089 del Batallón de Pereira.   

PRONUNCIAMIENTOS DE LOS ACCIONADOS Y VINCULADOS:
COMANDANTE DEL BATALLÓN DE ARTILLERÍA No. 8 “BATALLA DE SAN MATEO” –T.C. NELSON TAMARA ORTÍZ: precisó que carece de legitimación en la causa por pasiva, por cuanto el trámite requerido por el accionante no se encuentra dentro del marco de sus competencias. 
DIRECTORA DEL DISPENSARIO MÉDICO No. 3029 DEL BATALLÓN DE ARTILLERÍA No. 8 “BATALLA DE SAN MATEO” –MR. TERESA LILIANA LEYVA QUINTERO: en primer lugar explicó que conforme a los deberes que le atribuye el artículo 2º de la ley 352 de 1997, la función de ese Dispensario es únicamente la de prestar los servicios de salud del personal afiliado y sus beneficiarios, además, todos los servicios que ha requerido el señor García Giraldo se le han prestado oportunamente. 

Más adelante expuso que la reactivación de los servicios en salud en favor del actor, es una actividad que le corresponde a la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional, enfatizando nuevamente que la labor adelantada por el dispensario es prestacional y no de carácter administrativo.

Ahora, en lo relacionado con la convocatoria de la Junta Médico Laboral, explicó que el procedimiento a adelantar para ese fin consta de varias etapas, su inicio se da cuando el interesado acude al establecimiento de sanidad y tramita una ficha médica donde señala todas las afecciones que padece o presume padecer, posteriormente debe allegar esa ficha a las instalaciones de la Dirección de Sanidad del Ejército para solicitar que sea calificada por un médico de esa Institución, lo que implica la emisión de unas solicitudes de conceptos médicos que el interesado debe realizarse; así, los resultados de esos conceptos reflejan el estado de salud del paciente y deben ser cargados al sistema desde el Establecimiento de Sanidad Militar, finalmente se efectúa la programación para la realización del examen médico de retiro o junta médico laboral.     

CONSIDERACIONES DE LA SALA:
1. Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.

2. Problema jurídico: 

De la situación fáctica puesta en conocimiento de esta Corporación se encuentran dos problemas jurídicos por resolver, a saber: i) en primer lugar se deberá determinar si ha existido vulneración por parte de las accionadas al derecho fundamental a la salud del señor Johan Sebastián García Giraldo, por suspender la prestación de los servicios en salud que brinda el Ejército Nacional. ii) en segundo lugar se deberá establecer si es necesario ordenar a través de este mecanismo constitucional, que se convoque a una Junta Médica Laboral para evaluar la pérdida de capacidad psicofísica que sufrió con ocasión de la lesión sufrida durante la prestación del servicio militar obligatorio. 

3. Solución: 

El amparo previsto en el artículo 86 Superior como mecanismo procesal, específico y directo, tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica, cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación.

Es pertinente recordar que la acción constitucional tiene un propósito claro, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
; consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.  
En nuestro ordenamiento jurídico el derecho a la salud y la seguridad social están consagrados en el artículo 49 constitucional, conforme al cual “La atención de la salud y el saneamiento ambiental son servicios públicos a cargo del Estado. Se garantiza a todas las personas el acceso a los servicios de promoción, protección y recuperación de la salud.”; bajo ese entendido, todos los habitantes del territorio nacional tienen derecho a contar con atención en salud a través de cualquiera de los regímenes de seguridad social vigentes en nuestro país, subsidiado o contributivo, y para el caso de los soldados y policías a través del régimen especial de las fuerzas armadas, ello como una materialización del derecho a la igualdad consagrado en el artículo 13 de la Constitución. 

Como se dijo anteriormente, los miembros del Ejército Nacional gozan de un régimen especial de salud contemplado en el Decreto Ley 1795 de 2000 y la Ley 352 de 1997, el cual les es prestado a través de la Dirección de Sanidad Militar en cada uno de los dispensarios médicos existentes en los diferentes Batallones del país, y de las distintas entidades de salud con los cuales éstos contratan la prestación de esos servicios. Así las cosas, por regla general el Estado está en la obligación de prestarles los servicios médicos a los miembros del Ejército Nacional, desde el momento de su incorporación hasta su retiro de la institución. 

Ahora, si bien usualmente la obligación de brindar atención en salud por parte de las FFMM a sus miembros desaparece al momento en que éstos son desincorporados de la institución militar, la jurisprudencia constitucional ha aclarado con suficiencia el tema, indicando que en ciertos casos dicha responsabilidad continúa a pesar de que la persona haya sido retirada del servicio activo:
“En conclusión, una vez seleccionada e incorporada al servicio militar luego de que la persona ha sido declarada apta, se materializa en cabeza del Estado, la obligación de prestar los servicios médicos requeridos, y que si bien, en principio solo son obligatorios mientras se encuentran vinculados a la Institución, de manera excepcional se extienden más allá del retiro, cuando el soldado que se ha visto afectado por un accidente común o de trabajo o por alguna enfermedad durante la prestación del servicio, puede reclamar a los organismos de sanidad de las Fuerzas Militares, que tienen atribuidas las funciones de prevención, protección y rehabilitación en beneficio de su personal, la atención médica, quirúrgica, de servicios hospitalarios, odontológicos y farmacéuticos necesarios para su recuperación, aún después del desacuartelamiento.”

Al respecto, en Sentencia T-507 de 2015, con ponencia de la H. Magistrada Gloria Stella Ortiz Delgado, reiteró esa Alta Corporación lo concerniente a su ya trazada postura frente al principio de continuidad en la prestación del servicio de salud de los ex soldados: 
“Las Fuerzas Militares y la Policía Nacional tienen la obligación de continuar prestando el servicio médico, a la persona que estando en retiro lo necesite, cuando i.) El afectado estaba vinculado a la institución en el momento en que se lesionó o enfermó, es decir, cuando la atención solicitada se refiera a una condición patológica atribuible al servicio y ii.) Siempre que el tratamiento dado por la institución no haya logrado recuperarlo sino controlar temporalmente su afección, la cual reaparece después. Dicho servicio debe incluir asistencia hospitalaria y farmacéutica completa pues de negarse a ello se vulneraría el derecho de los afectados al restablecimiento de su salud y a la dignidad humana. En conclusión, la jurisprudencia de esta Corporación ha reconocido que el derecho a la salud puede ser eventualmente vulnerado, cuando a consecuencia del retiro del servicio de un soldado profesional que padece una enfermedad originada durante el servicio, se suspende el tratamiento médico, siempre que (i) las lesiones hayan ocurrido durante el servicio y (ii) el tratamiento ofrecido no haya sido suficiente para lograr su recuperación.”

De lo obrante en el expediente se desprende que el 18 de diciembre de 2016 el señor Johan Sebastián García Giraldo, mientras se encontraba vinculado como Soldado adscrito al Batallón de Artillería No. 8 “Batalla de San Mateo”, sufrió un accidente al caer de un árbol de 7 metros de altura, suceso que le generó varias secuelas graves en su integridad; sin embargo, desde la fecha de ocurrencia de dicho acontecimiento hasta la actualidad no se ha definido su situación médico laboral, con la respectiva valoración para determinar el grado de pérdida de capacidad laboral adquirida con el accidente.    

En virtud de lo anterior, y con base en la jurisprudencia reseñada anteriormente, como quiera que el señor García Giraldo es beneficiario del Sistema de Salud de las Fuerzas Militares, dado que el accidente sufrido ocurrió en el interregno de su vinculación con el Ejército Nacional, considera la Sala que su derecho fundamental a la salud debe ser amparado, pues ha quedado establecido que es deber de la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional continuar brindando de manera oportuna e integral el tratamiento que requiera el actor para la recuperación de su salud, y hasta cuando su situación pensional sea resuelta definitivamente. 

Resuelto el primer tópico objeto de estudio, queda por determinarse lo concerniente a ordenar a través de este mecanismo constitucional la convocatoria de una Junta Médica Laboral que determine su pérdida de capacidad laboral, tal solicitud tiene sustento en el artículo 19 del Decreto 1796 de 2000, que señala los eventos en los cuales habrá de convocarse: 

“ARTICULO 19. CAUSALES DE CONVOCATORIA DE JUNTA MÉDICO-LABORAL. Se practicará Junta Médico-Laboral en los siguientes casos: 
1. Cuando en la práctica de un examen de capacidad sicofísica se encuentren lesiones o afecciones que disminuyan la capacidad laboral. 
2. Cuando exista un informe administrativo por lesiones. 
3. Cuando la incapacidad sea igual o superior a tres (3) meses, continuos o discontinuos, en un (1) año contado a partir de la fecha de expedición de la primera excusa de servicio total. 
4. Cuando existan patologías que así lo ameriten 
5. Por solicitud del afectado”

Por lo tanto, se puede presumir que para este caso el señor García Giraldo tendría derecho a ser evaluado para determinar su pérdida de capacidad laboral, sin embargo, debe decirse que en principio la autorización para la conformación de una Junta Médico laboral es autorizada generalmente por parte del Director de Sanidad del Ejército Nacional, y aunque según el artículo 18 del Decreto 1796 de 2000 puede ser eventualmente autorizada por medio de una orden judicial, es apenas evidente que el juez que expida la orden debe tener la certeza de que para dicho trámite ya se llevaron a cabo las “ritualidades” del caso, entre los cuales está la práctica de diferentes exámenes como el de capacidad psicofísica y demás tratamientos llevados a cabo por el especialista, quien finalmente deberá determinar “el diagnóstico, evolución, tratamiento realizado y secuelas de las lesiones o afecciones”
, ello con el fin de determinar si es posible o no la rehabilitación del paciente.

Recuérdese que el artículo 16 Ibídem habla de los soportes con que debe contar la Junta Médico Laboral en el momento de evaluar la disminución de la capacidad psicofísica de una persona: 
ARTICULO 16. SOPORTES DE LA JUNTA MÉDICO-LABORAL MILITAR O DE POLICÍA. Los soportes de la Junta Médico-Laboral serán los siguientes: 

a. La ficha médica de aptitud psicofísica. 

b. El concepto médico emitido por el especialista respectivo que especifique el diagnóstico, evolución, tratamiento realizado y secuelas de las lesiones o afecciones que presente el interesado. 

c. El expediente médico – laboral que reposa en la respectiva Dirección de Sanidad. 

d. Los exámenes paraclínicos adicionales que considere necesario realizar. 

e. Informe Administrativo por Lesiones Personales. 

PARÁGRAFO. Una vez recibidos los conceptos médicos definitivos que determinen las secuelas permanentes, la Junta Medico Laboral se deberá realizar a más tardar dentro de los noventa (90) días siguientes. 
Por lo tanto, a pesar de la informalidad que caracteriza la acción de tutela, ello no quiere decir que el Juez constitucional pueda entrar a dar ese tipo de órdenes sin haber establecido que se haya cumplido con el lleno de los requisitos establecidos legalmente para tal fin; de conformidad con ello, corresponde al Director de Sanidad del Ejército atender y dar una solución efectiva a la situación presentada por el libelista.  
Teniendo en cuenta lo expuesto en precedencia, se tutelarán los derechos fundamentales a la salud y a la seguridad social del señor Johan Sebastián García Giraldo, y acorde con ello se ordenará al Director de Sanidad del Ejército Nacional que por intermedio del Establecimiento de Sanidad Militar del Batallón de Artillería No. 8 “Batalla de San Mateo” Dispensario Médico no. 3029, continúe brindando de manera oportuna e integral los servicios médicos que requiera el señor García Giraldo para la recuperación de su salud, y hasta cuando su situación pensional sea resuelta definitivamente; igualmente se le exhortará para que lleve a cabo sin ninguna dilación, las gestiones administrativas a que haya lugar para que se determine la pérdida de capacidad psicofísica presentada por el accionante con ocasión de las lesiones que sufrió mientras prestaba sus servicios al Ejército Nacional. 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala Dual de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,

RESUELVE: 
PRIMERO: TUTELAR los derechos fundamentales a la salud y a la seguridad social de señor JOHAN SEBASTIÁN GARCÍA GIRALDO.
SEGUNDO: ORDENAR a la DIRECCIÓN GENERAL DE SANIDAD DEL EJÉRCITO NACIONAL que por intermedio del ESTABLECIMIENTO DE SANIDAD MILITAR DEL BATALLÓN DE ARTILLERÍA No. 8 “BATALLA DE SAN MATEO” - DISPENSARIO MÉDICO NO. 3029, continúe brindando de manera oportuna e integral los servicios médicos que requiera el señor JOHAN SEBASTIÁN GARCÍA GIRALDO para la recuperación de su salud, hasta cuando su situación pensional sea resuelta definitivamente. 

TERCERO: EXHORTAR a la DIRECCIÓN GENERAL DE SANIDAD DEL EJÉRCITO NACIONAL que lleve a cabo sin ningún tipo de dilación, las gestiones administrativas a que haya lugar para que se determine la pérdida de capacidad psicofísica presentada por el accionante con ocasión de las lesiones que sufrió mientras prestaba sus servicios al Ejército como Soldado Regular. 

CUARTO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, y en caso de no ser objeto de recurso REMITIR la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión. 
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
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� Literal b, artículo 16 Decreto 1796 de 2000
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